José Ancizar Giraldo Martínez Herederos de Alberto Buriticá Salgado y otros
Rad. 66170-31-05-001-2016-00007-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 16 de octubre de 2019

Radicación Nro.
66170-31-05-001-2016-00007-01

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

José Ancizar Giraldo Martínez 

Demandados:

Herederos de Alberto Buriticá Salgado y otros
Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas

TEMAS:
TRABAJADORES EXCLUIDOS DE LA JORNADA MÁXIMA LEGAL DE TRABAJO / MAYORDOMOS / SER COPROPIETARIO DE UN BIEN INMUEBLE NO OTORGA PER SE LA CALIDAD DE EMPLEADOR DE QUIENES PRESTEN SERVICIOS PERSONALES EN ÉL / SANCIÓN MORATORIA / SÓLO EXIME DE SU PAGO LA CONSIGNACIÓN DE LO ADEUDADO EN EL JUZGADO DEL LUGAR
Establece el literal a) del numeral 1º del artículo 162 del CST que quedan excluidos de la regulación sobre la jornada máxima legal de trabajo, aquellos trabajadores que desempeñen cargos de dirección, de confianza o de manejo.

En concordancia con dicha norma, el literal a) del artículo 32 ibídem prevé que son representantes del empleador, y por tanto lo obligan frente a sus trabajadores, aquellos que ejerzan funciones de dirección o administración, y a continuación referencia cuales son ese tipo de trabajadores, señalando como tales a los directores, administradores, síndicos o liquidadores, mayordomos y capitanes de barco, y en todo caso quienes ejerzan actos de representación con la aquiescencia expresa o tácita del empleador. (…)
En sentencia de 18 de marzo de 1994 radicada con el Nº 6261, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dejó dicho que la propiedad de un bien inmueble en donde se ejecuten las actividades encomendadas al prestador del servicio, como lo son las tareas que se realizan dentro de una finca, no implica per se la celebración de un contrato de trabajo con sus propietarios…
Prevé el numeral 2º del artículo 65 del C.S.T. que “Si no hay acurdo respecto al monto de la deuda, o si el trabajador se niega a recibir, el empleador cumple con sus obligaciones consignando ante el juez del trabajo y, en su defecto, ante la primera autoridad política del lugar, la suma que confiese deber, mientras la justicia de trabajo decide la controversia”. (…)

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
Hoy, dieciséis de octubre de dos mil diecinueve, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JOSÉ ANCIZAR GIRALDO MARTÍNEZ en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas el 8 de marzo de 2019, dentro del proceso que le promueve a LUZ MERY PICO ZABALA, ZORAIDA VICTORIA ADARVE y a los HEREDEROS DETERMINADOS E INTEDETERMINADOS DE ALBERTO BURÍTICA SALGADO, cuya radicación corresponde al Nº 66170-31-05-001-2016-00007-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor José Ancizar Giraldo Martínez que la justicia laboral declare que entre él y Alberto Buriticá Salgado, Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 2 de junio de 1997 y el 3 de octubre de 2015 y con base en ello aspira que se le cancele: i) El salario de la última semana de actividades; ii) El tiempo de trabajo suplementario y el calzado y vestido de labor que se le deban entre el 1º de enero de 2011 y el 3 de octubre de 2015; iii) Las prestaciones sociales y vacaciones que se le deban por el periodo comprendido entre el 1º de enero de 2011 y el 31 de diciembre de 2014; iv) La indemnización por despido sin justa causa; v) La sanción moratoria del artículo 65 del CST, vi) Lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Prestó sus servicios en la finca “La Florida” o “Casa Vieja” de la vereda la Esperanza de propiedad de Alberto Buriticá Salgado, Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve entre las fechas anteriormente señaladas, realizando tareas agrícolas tales como la recolección de café, secado, desyerbada, soqueada, podada, etc.; las tareas asignadas las realizaba de lunes a viernes de 6:00 am a 6:00 pm, los sábados de 6:00 am a 3:00 pm, los domingos en el mismo horario de la semana, pero efectuando actividades domésticas y los días festivos en la misma jornada semanal; el contrato de trabajo no fue interrumpido durante el periodo de su ejecución; el salario devengado fue el mínimo legal mensual vigente; hasta el 15 de diciembre de 2010 se le cancelaron las cesantías y sus intereses, y hasta el 9 de diciembre de 2010 se le pagaron las vacaciones y primas de servicios; lo anterior muestra que se le adeudan las prestaciones causadas desde el 1º de enero de 2011 hasta el 31 de diciembre de 2014 e igualmente se le debe lo concerniente al tiempo suplementario corrido a partir del 1º de enero de 2011 y el 3 de octubre de 2015; el 27 de septiembre de 2015 recibió una carta en la que se le comunicó que no tenía más trabajo y que debía desocupar la finca en un término de 8 días.
Al dar respuesta a la demanda –fls.57 a 62 y 409- la señora Zoraida Victoria Adarve aceptó ser propietaria del 25% del predio rural denominado “La Florida” como se aprecia en la escritura pública Nº 971 de 9 de marzo de 2010, razón por la que tiene conocimiento que el accionante desempeñaba algunas labores en ese predio, como se lo expresaron los copropietarios Alberto Buriticá Salgado y Luz Mery Pico Zabala, sin embargo, ella no tuvo ninguna incidencia en los servicios prestados por él, por lo que desconoce los términos y pormenores en los que se ejecutó. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Cobro de lo no debido” e “Inexistencia de los elementos esenciales del contrato de trabajo”.
Por medio de curador adlitem, los herederos indeterminados del señor Alberto Buriticá Salgado contestaron la demanda –fls.97 a 99- expresando que no les constaba ninguno de los hechos narrados por el actor. No se opusieron ni se allanaron a las pretensiones. Plantearon las excepciones de mérito que denominaron “Buena fe”, “Prescripción” y “Genérica”.

Por su parte, la demandada Luz Mery Pico Zabala y los herederos determinados del señor Alberto Buriticá Salgado, Alejandro Alberto, Martha Lucía y María Elena Buriticá Vélez y Estefanía Buriticá Pico (Hijos del causante), respondieron el libelo introductorio –fls.110 a 114- aceptando que el señor José Ancizar Giraldo Martínez fue vinculado para trabajar en la propiedad referenciada por él, pero a través de un contrato de trabajo a término fijo a un año que inició el 24 de julio de 1997 y que se prolongó sucesivamente por el mismo término, pactándose como retribución mensual el salario mínimo legal vigente; explicaron que las tareas asignadas fueron como mayordomo, prestando sus servicios de lunes a sábado hasta el mediodía, sin que se pueda confundir con el hecho de que su vivienda y lugar de residencia era en la misma finca, siendo él quien definía las horas en las que debía ejecutar esas actividades; aceptaron que se le remitió una carta en la que se dio por finalizado el contrato de trabajo, debido a que existió una justa causa para ello. No se opusieron a la existencia del contrato de trabajo, pero en la forma descrita por ellos, oponiéndose a las pretensiones condenatorias al haberse cumplido debidamente con las obligaciones contractuales. Propusieron las excepciones de fondo que denominaron “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido”, Mala fe del demandante”, “Cumplimiento sistemático de las obligaciones patronales” y “Genérica”.
En sentencia de 8 de marzo de 2019, el juez determinó que entre los señores José Ancizar Giraldo Martínez y Alberto Buriticá Salgado existió inicialmente un contrato de trabajo a término fijo entre el 24 de julio de 1997 y el 31 de diciembre de 2003 el cual fue finalizado de manera unilateral por parte del trabajador. Posteriormente, a partir del 1º de enero de 2004 las partes decidieron iniciar anualmente un contrato de trabajo a término indefinido, cual era finalizado por voluntad del trabajador a 31 de diciembre de cada anualidad, tal y como dejaba expreso en la liquidación de las prestaciones sociales que recibía en diciembre de cada anualidad, dinámica que se prolongó hasta el año 2013, ya que a partir del 1º de enero de 2014 se inició un nuevo contrato de trabajo a término indefinido, pero en esta oportunidad el mismo no finalizó el 31 de diciembre de esa anualidad, sino que se prolongó hasta el 3 de octubre de 2015, momento en el que ese contrato de dio por finalizado sin justa causa, pues a pesar de haberse esgrimido como justa causa el hecho de que el trabajador incurrió en actos violentos en contra de uno de los familiares del empleador, lo cierto es que no se le permitió defenderse de ello, razón por la que el despacho concluyó que debía accederse a la indemnización prevista en el artículo 64 del CST en la suma de $776.867.

Posteriormente determinó que el cargo que desempeñó el demandante fue de confianza y manejo en calidad de mayordomo, por lo que siendo así, no tenía derecho a que se le reconociera tiempo suplementario de trabajo, añadiendo que de no haber sido así, en todo caso no habría lugar a acceder a esa pretensión, por cuanto en el proceso no se demostró a ciencia cierta en que días se extendían las labores ejecutadas por él, al punto que los testigos referenciaron que la jornada laboral solo se extendía algunas veces en tiempo de cosecha, e igualmente definió el juez que los días domingos y festivos no existía prestación del servicio, pues las actividades domésticas que realizaba era en su residencia que se ubicaba en el predio en el que se desempeñaba como mayordomo.
Accedió a reconocer y pagar la suma de $120.400 por concepto de salario de la última semana de trabajo que se negó a recibir el demandante e igualmente dando aplicación a las facultades extra y ultra petita, ordenó el pago de la suma de $300.000 por concepto de compensación de vacaciones del año 2013 que no se le cancelaron al trabajador.
Al no existir prueba que determine el valor de la compensación del calzado y vestido de labor, no accedió a dicha pretensión, así como tampoco a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST, pues encontró que la actuación desplegada por el empleador nunca estuvo encaminada a menoscabar los derechos del trabajador.

Finalmente declaró probada la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva de las codemandadas Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve, pues el hecho de ser copropietarias de la finca donde realizó las labores el actor, no son un indicativo de que ellas hayan ejercido acciones como verdaderas empleadoras del accionante, razón por las que condenó a los herederos determinados e indeterminados del señor Alberto Buriticá Salgado, quien hizo las veces de empleador del señor Giraldo Martínez.
Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso apelación en los siguientes términos:

Considera que las señoras Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve deben responder en calidad de empleadoras, pues en el proceso quedó demostrado que ellas ejercieron como tal al ser copropietarias del predio donde el demandante prestaba sus servicios.

Manifiesta que debe declararse la existencia de un solo contrato a término indefinido, en consideración a que el documento visible a folio 115 que fue rubricado por el demandante, no lo fue por parte del empleador, por lo que no puede entenderse que ese contrato haya nacido a la vida jurídica, entendiéndose entonces que desde ese momento lo que se inició fue uno a término indefinido.

Sostiene que en el proceso se demostró que el cargo ejercido por él fue el de un trabajador normal y no el de mayordomo, razón por la que, habiéndose demostrado los horarios en los que prestaba el servicio el señor José Ancizar Giraldo Martínez, se debe reconocer el tiempo suplementario de trabajo en la forma definida en la demanda.

Estima que al no habérsele cancelado el salario de la última semana de servicios, más allá de que el empleador haya tenido la voluntad de pagarla, lo cierto es que no lo hizo y no la consignó a órdenes de un despacho judicial, razón por la que se debe acceder a la sanción moratoria del artículo 65 del CST.

También solicita que se reconozca lo concerniente al calzado y vestido de labor.

Finalmente estima que no es posible que el juzgado de conocimiento haya concluido que el despido había operado con justa causa, pues como se demostró en el proceso, la decisión unilateral de dar por finalizado el contrato de trabajo no se ajustó a la Ley y por lo tanto se le debe reconocer la indemnización prevista en el artículo 64 del CST.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿El hecho de que las codemandadas Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve sean copropietarias del predio donde prestó sus servicios el señor José Ancizar Giraldo Martínez las convierte en empleadoras del trabajador?
¿Debe dársele validez al contrato de trabajo visible a folio 115 a pesar de adolecer de la firma del empleador?

¿Cuál fue el cargo que ejerció el señor José Ancizar Giraldo Martínez en la finca denominada “La Florida” o “Casa Vieja”?

¿Tiene derecho el accionante a que se le reconozca alguna suma por concepto de trabajo en tiempo suplementario?

¿Hay lugar a reconocer a favor del actor la compensación por calzado y vestido de labor?

¿Debe imponerse a favor del señor José Ancizar Giraldo Martínez la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST?
¿Declaró el juez que la relación laboral que unió a las partes fue finalizada por una de las justas causas señaladas en la Ley?
Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. TRABAJADORES EXCLUIDOS DE LA JORNADA MÁXIMA LEGAL DE TRABAJO.

Establece el literal a) del numeral 1º del artículo 162 del CST que quedan excluidos de la regulación sobre la jornada máxima legal de trabajo, aquellos trabajadores que desempeñen cargos de dirección, de confianza o de manejo.

En concordancia con dicha norma, el literal a) del artículo 32 ibídem prevé que son representantes del empleador, y por tanto lo obligan frente a sus trabajadores, aquellos que ejerzan funciones de dirección o administración, y a continuación referencia cuales son ese tipo de trabajadores, señalando como tales a los directores, administradores, síndicos o liquidadores, mayordomos y capitanes de barco, y en todo caso quienes ejerzan actos de representación con la aquiescencia expresa o tácita del empleador.
En ese sentido la Sala de Casación Laboral en sentencia SL3901 de 12 de septiembre de 2018 radicación Nº 50062, recordó lo dicho en sentencia CSJ SL, 25 de mayo de 2007 rad. 28779, donde indicó que: “La referida representación consiste en la delegación de funciones, de atribuciones que normalmente corresponden directamente al empleador, pero que dadas las especiales circunstancias, como la de no poder hacer presencia en todos los sitios, en todas las sucursales, o dependencias correspondientes a un mismo empleador, debe éste encomendar, encargar, expresa o tácitamente, su representación, su reemplazo, para lograr así la debida organización y funcionamiento; generalmente tal representación la ejerce un empleado suyo, de condiciones especiales, directivos, con don de mando, que sustituyen al representado, en distintos actos, los cuales se entenderán ejecutados por aquel, con todos los efectos y consecuencias”.
2. INCIDENCIA DE EJERCER EL DERECHO DE DOMINIO SOBRE UN BIEN INMUEBLE EN EL QUE SE PRESTAN SERVICIOS PERSONALES.

En sentencia de 18 de marzo de 1994 radicada con el Nº 6261, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia dejó dicho que la propiedad de un bien inmueble en donde se ejecuten las actividades encomendadas al prestador del servicio, como lo son las tareas que se realizan dentro de una finca, no implica per se la celebración de un contrato de trabajo con sus propietarios “…ya que el vínculo laboral no se conforma en virtud de la titularidad del derecho de dominio ejercido sobre el establecimiento donde se desarrolla, sino que requiere de la voluntad de ambas partes y de la existencia de los elementos esenciales definido en el artículo 23 del C.S. del T.”.

3. SANCIÓN MORATORIA Y PAGO POR CONSIGNACIÓN

Prevé el numeral 2º del artículo 65 del C.S.T. que “Si no hay acurdo respecto al monto de la deuda, o si el trabajador se niega a recibir, el empleador cumple con sus obligaciones consignando ante el juez del trabajo y, en su defecto, ante la primera autoridad política del lugar, la suma que confiese deber, mientras la justicia de trabajo decide la controversia”.

La norma no deja duda, para liberarse de la sanción moratoria no le basta al empleador afirmar y acreditar que ofreció el pago y que el trabajador se negó a recibirlo, pues ante tal situación, para que se entienda haber cumplido sus obligaciones, se requiere consignar el monto de lo que cree deber ante el juez del lugar.

EL CASO CONCRETO
En cuanto a la atribución que hace el apoderado judicial de la parte actora a las codemandadas Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve, al considerarlas empleadoras del señor José Ancizar Giraldo Martínez por el derecho de dominio que ejercen sobre el bien inmueble denominado “La Florida” o “Casa Vieja” en la que el actor prestó sus servicios, tal y como se explicó precedentemente, ello per se no constituye la configuración de un contrato de trabajo con las propietarias, ya que esa condición no demuestra la voluntad de las partes para obligarse laboralmente.
Bajo esos presupuestos y teniendo en cuenta que el propio José Ancizar Giraldo Martínez en el interrogatorio de parte señaló como su verdadero y único empleador al fallecido Alberto Buriticá Salgado, no hay lugar a declarar empleadoras a las codemandadas Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve por el simple hecho de ser copropietarias de la finca “La Florida” o “Casa Vieja” en la que el actor prestó sus servicios, como atinadamente lo resolvió el juez.
En cuanto a la modalidad contractual celebrada entre el empleador Alberto Buriticá Salgado y el trabajador José Ancizar Giraldo Martínez, sostiene el apoderado judicial de la parte actora que debe entenderse celebrado un solo contrato de trabajo a término indefinido, ya que el documento visible a folio 115 del expediente adolece de la firma del empleador.

En efecto, al revisar dicho documento “Contrato individual de trabajo a término fijo de uno a tres años” se observa que el mismo no cuenta con la firma del empleador Alberto Buriticá Salgado, sin embargo, ello no implica que la voluntad de las partes no se haya plasmado en ese documento, en primer lugar porque ese escrito fue aportado con la contestación de la demanda por los herederos determinados del causante, lo que muestra que ese documento estaba en su poder, es decir, provenía de los archivos del empleador, adicionalmente en las casillas que componen la parte inicial del documento, se referencia con suma claridad quienes son los intervinientes en el acto que se celebra a través de él, eso es, el empleador Alberto Buriticá Salgado y el trabajador José Ancizar Giraldo Martínez, pero sobre todo, porque al responder el interrogatorio de parte éste último reconoció haber suscrito ese documento después de haber convenido con el señor Buriticá Salgado su contratación para realizar las actividades encomendadas en la finca “La Florida” o “Casa Vieja”, en otras palabras, el propio trabajador dio fe del convenio al que llegaron las partes y que quedó plasmado en ese contrato, situación ésta que permite darle plena validez a su contenido, como correctamente lo hizo el juez, y por lo tanto al haberse pactado allí un contrato de trabajo a término fijo por un año, no resulta de recibo el argumento esgrimido por la parte actora consistente en que a partir de ese momento se inició una relación laboral a término indefinido, siendo del caso advertir que ningún análisis le cabe en esta sede a la decisión tomada por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas consistente en declarar posteriormente la existencia de diez contratos de trabajo más a término indefinido que fueron finalizados anualmente por voluntad del trabajador, ya que respecto a ese tema no existió ningún reproche por parte de los intervinientes, debiéndose atender en principio de consonancia previsto en el artículo 66A del CPT y de la SS.
Conforme con lo expuesto, se confirmará la decisión adoptada por el juez en ese aspecto, consistente en que entre los señores José Ancizar Giraldo Martínez y el Alberto Buriticá Salgado existió una sola relación laboral entre el 24 de julio de 1997 y el 3 de diciembre de 2015 regida por varios contratos de trabajo en sus diferentes modalidades como se explicó anteriormente.

En lo concerniente al cargo desempeñado por el señor José Ancizar Giraldo Martínez, sea lo primero indicar, que en el contrato de trabajo visible a folio 115, se observa en la casilla de “cargo u oficio que desempañará el trabajador” que se le encarga la finca como mayordomo, calidad que sigue apareciendo en algunas de las liquidaciones que obran en el plenario, como por ejemplo la que se ve a folio 122.

Sin embargo, el hecho de que así se haya dejado consignado en esos documentos, no quiere decir que así se haya presentado en la realidad, por lo que en aras de conocer si en efecto él desempeñó esas actividades, fueron escuchados en interrogatorio de parte al accionante, las codemandadas Luz Mery Pico Zabala y Zoraida Victoria Adarve y la heredera determinada Martha Lucía Buriticá Vélez, quienes mantuvieron las posturas asumidas en la demanda y en las respuestas dadas a éstas, es decir, el actor continuó asegurando que sus actividades fueron las de un trabajador normal, mientras que quienes integran la parte pasiva de la litis afirmaron que el accionante fue designado por el señor Buriticá Martínez como mayordomo de la finca.
Con el fin de zanjar esa discusión fueron escuchados los testimonios de María Fanny Valencia Orozco y Daniel Valencia Orozco solicitados por la parte actora, Luz Adriana Cardona Agudelo y María Nelly García Hernández pedidos por los demandados y el del señor Carlos Alberto Victoria Adarve decretado de oficio por el juez.
Al valorar integralmente los referenciados testimonios, se llega a la conclusión de que el señor José Ancizar Giraldo Martínez cumplió funciones propias de un mayordomo, por las razones que pasan a explicarse.

Del relato de la totalidad de los testigos emerge con claridad que el empleador Alberto Buriticá Salgado no permanecía en la finca “La Florida” o “Casa Vieja”, razón por la que ponía en cabeza de otras personas la administración de la finca, como en alguna oportunidad lo fue el testigo Carlos Alberto Victoria Adarve, con quienes el señor Giraldo Martínez se tenía que entender, puesto que él era el encargado del mantenimiento y cuidado de la finca; en ese sentido los propios testigos escuchados por petición de la parte actora, si bien señalaron que el accionante era un trabajador más, la verdad es que cuando se les indicó cuales eran sus funciones, expresaron que era él el encargado de contratar el personal que debía recolectar el café en la finca, agregando el señor Victoria Adarve, que José Ancizar contrataba los recolectores y en general los trabajadores de la finca, indicando que cuando se estaba en tiempo de cosecha podía contratar aproximadamente nueve trabajadores, pero que en periodos normales, se limitaba a contratar un par de trabajadores; igualmente informaron los testigos Valencia Orozco, que era José Ancizar quien determinaba la forma en la que ellos debían recolectar el café, las zonas que debían ser trabajadas y en general supervisaba el trabajo de ellos; igualmente expresaron que era él el encargado de suministrarles la alimentación y de comprar, con la plata que le enviaba el trabajador, todos los insumos que necesitaba la finca; de la misma manera dieron a conocer que el demandante, al ser el encargado del mantenimiento y cuidado de la finca, tenía su residencia en el predio; finalmente el señor Carlos Alberto Victoria Adarve indicó que la misión que le encomendó Alberto Buriticá Salgado como administrador, era la de ir a consignar en los libros la cantidad de café que estaba produciendo la finca, datos que eran suministrados por José Ancizar, y que al finalizar cada semana el demandante lo acompañaba a venderlo, debiéndole reportar a Alberto el monto de la venta.

Nótese pues que la denominación que se le dio en el papel al señor José Ancizar Giraldo Martínez como mayordomo de la finca “La Florida” o “Casa Vieja” no solo quedó allí, ya que debido a la ausencia del empleador en el predio, lo llevó a encargarle el mantenimiento y cuidado de la propiedad y sus frutos, delegándole amplias funciones para ello, como lo era la contratación del personal, al punto que esa y otras actividades nunca fueron asumidas por el administrador de turno, a quien simplemente se le otorgaba la potestad de corroborar cuanta era la cantidad de café que estaba saliendo semanalmente de la finca, lo que no implicó la separación de las actividades que como mayordomo ejecutaba el actor, por lo que al haber ejercido como trabajador de confianza y manejo por parte del empleador, quedó relevado de la aplicación de la jornada máxima ordinaria, siendo del caso señalar en todo caso, que de haber ejercido como un trabajador normal, tampoco habría lugar a reconocer en su favor tiempo de trabajo suplementario, por cuanto en el proceso no quedó probado con certeza los tiempos en los que realizaba las actividades, pues algunos testigos indicaron que iniciaba a las 6:30 am hasta las 5:00 pm, otros expresaron que la jornada diaria variaba de acuerdo a la cantidad de trabajo que hubiese, pues no era lo mismo el trabajo en tiempo normal, que en tiempo de cosecha, ya que en este último había jornadas que se podían extender; situación éstas que valoradas en conjunto con el hecho de que el accionante residía en la finca donde prestaba sus servicios, no darían certeza sobre sus jornadas laborales diarias y que por tanto, también impedirían que se accediera a esa pretensión.

En cuanto a la solicitud de compensación del calzado y vestido de labor, tal y como reiteradamente lo ha sostenido esta Corporación, para que sea dable acceder a esa petición, la parte interesada debe demostrar cual es el valor de esas dotaciones, sin embargo, no se preocupó por generar esa certeza en el operador judicial, pues ni siquiera solicitó la prueba pericial respectiva que pudiera definir ese valor; motivo por el que, tal y como lo determinó el a quo no es posible fulminar condena por ese concepto.

Respecto a la sanción por no pago del salario de la última semana de servicios por parte del empleador, que fue definida por el juzgado de conocimiento en la suma de $120.400, debe recordarse que la jurisprudencia nacional y local ha sido uniforme en señalar que este tipo de sanciones no opera de manera automática, pues en cada caso en concreto se debe analizar si esa omisión tiene una justificación admisible que pueda ubicarse en el plano de la buena fe, y en ese sentido se tiene que el señor José Ancizar Giraldo Martínez al responder el interrogatorio de parte manifestó en primer lugar que su empleador Alberto Buriticá Salgado siempre había cumplido correctamente con sus obligaciones contractuales, señalando que para el momento en el que se dio por finalizado el contrato de trabajo por parte de la señora Martha Lucía Buriticá Vélez (hija del empleador) ella le fue a cancelar lo que se le adeudaba, pero él no quiso recibirlo porque no le parecía justo; por lo que en principio tales conductas podrían ubicarse en el plano de la buena fe.

No obstante, al ser consciente el empleador que le adeudaba al trabajador la última semana de salario, era deber suyo realizar el pago por consignación en los términos del numeral 2º del artículo 65 del C.S.T., con el fin de poner a disposición del señor José Ancizar Giraldo Martínez la suma que se le debía por concepto de salario, para de esa forma liberarse de los efectos que produce la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST, tal y como quedó dicho con antelación.
En ese contexto, al no existir prueba que demuestre que el empleador, conocedor del monto que adeudaba por concepto de salarios, efectuó la consignación ante el Juez Laboral del Circuito de Dosquebradas para saldar su deuda con el trabajador, no queda otro camino que imponerle la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST, consistente en un día de salario por cada día de retardo por los primeros veinticuatro meses siguientes a la finalización del vínculo laboral ocurrido el 3 de octubre de 2015, al haber devengado en esa anualidad una suma mensual superior al mínimo legal mensual vigente, como se evidencia en la liquidación visible a folio 134 del expediente, la cual contiene la rúbrica del trabajador y en la que se indica que el salario base es de $680.000 (advirtiéndose que él no tenía derecho al auxilio de transporte al residir en el mismo predio donde prestaba el servicio); por lo que tiene derecho a que se le reconozca entre el 4 de octubre de 2015 y el 3 de octubre de 2017 la suma de $16.320.000 ($22.666,67 x 720) y a partir del 4 de octubre de 2017 y hasta que se verifique el pago de la obligación intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera sobre la suma de $120.400.
Finalmente frente al reclamo hecho por el apoderado judicial de la parte actora consistente en que se debe declarar que el contrato fue finalizado sin justa causa, es preciso recordar que en sede de primera instancia el juez llegó a esa conclusión, imponiendo como valor de la indemnización por despido sin justa causa la suma de $776.867, motivo por el que no hay lugar a realizar ningún pronunciamiento al respecto.

En el anterior orden de ideas, se adicionará la sentencia objeto de apelación con el objeto de condenar a los herederos determinados e indeterminados del empleador Alberto Buriticá Salgado a cancelar a favor del señor José Ancizar Giraldo Martínez la sanción moratoria del artículo 65 del CST en los términos determinados precedentemente.
Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. ADICIONAR la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, en el sentido de CONDENAR a los herederos determinados e indeterminados del empleador ALBERTO BURITICÁ SALGADO a reconocer y pagar a favor del señor JOSÉ ANCIZAR GIRALDO MARTÍNEZ la suma de $16.320.000 por concepto de sanción moratoria del artículo 65 del CST, la cual corrió entre el 4 de octubre de 2015 y el 3 de octubre de 2017, y a partir del 4 de octubre de 2017 hasta que se verifique el pago total de la obligación, intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación certificados por la Superintendencia Financiera sobre la suma de $120.400.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

        ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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